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INTRODUCCION 

Dentro de nuestro sistema judicial peruano, el articulo 155-C de la ley orgánica del 

poder judicial se ha generado un largo debate por su interpretación, debido a la 

diferencia semántica que hay entre los que la interpretan, generando, que tanto el 

Tribunal Constitucional así como la Sala Suprema Penal Permanente, vean prudente 

emitir pronunciamientos para ayudar a interpretar de forma mas idónea, siendo los 

principales apoyos legales los principios del Debido Proceso y el Principio de Pro 

Actione, siendo pilares en los pronunciamientos de los órganos judiciales antes 

mencionados. 

Por lo cual, dentro de nuestra experiencia profesional, hemos podido apreciar que 

colegas en ejerció de la defensa de los intereses del Estado, se han visto obligados a 

buscar jurisprudencia que coadyuve a apelar decisiones del poder judicial que 

declararon inadmisible escritos con plazos perentorios, presentados dentro del plazo 

procesal indicado en la norma, pero debido a una inadecuada interpretación de la 

misma por parte los administradores de justicia, han tenido que acudir a instancias 

superiores para lograr revocar la decisión de inadmisibilidad de los juzgados. 

Teniendo en cuenta lo antes señalado y la implicancia de los efectos de legales que 

surte una notificación electrónica, consideramos que es menester aportar nuestro 

granito de arena y a través del Análisis crítico de la resolución del Recurso de Queja N° 

1230-2021/Cajamarca, queremos fomentar una interpretación más adecuada del 

articulo 155-C de la Ley orgánica del poder judicial 
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CAPÍTULO I.- Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 

1.1. Título y Descripción del Trabajo 

1.1.1. Título 

Análisis crítico de la resolución del Recurso de Queja N° 1230-2021/Cajamarca: 

Implicaciones normativas, procesales y de acceso a la justicia 

1.1.2. Descripción 

Este trabajo aborda el análisis crítico de una resolución de recurso de queja emitida 

por el Poder Judicial peruano en el contexto del proceso penal. Se evaluarán aspectos 

normativos, argumentativos y procesales, considerando el debido proceso y los 

principios fundamentales del Derecho Penal y Procesal Penal. El análisis se centrará 

en la interpretación de las normas procesales vigentes y su aplicación en el marco de 
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la jurisprudencia nacional, con el objetivo de identificar fortalezas y debilidades en la 

resolución y proponer mejoras en la práctica judicial." 

1.2. Identificación del objeto de análisis 

1.2.1. Denominación del caso 

El caso se identifica como Recurso de Queja N.° 1230-2021/Cajamarca, intervenido por 

el Tribunal Constitucional del Perú. Las partes procesales involucradas son el recurrente, 

quien interpone el recurso, y el órgano jurisdiccional que emitió la resolución 

cuestionada. Este caso no está sujeto a restricciones legales de confidencialidad, ya que 

se aborda dentro del marco procesal público del sistema judicial peruano. 

1.2.2. Naturaleza del recurso 

El recurso de queja fue presentado para impugnar una resolución que declaró 

inadmisible una solicitud previa, señalando presuntas vulneraciones a los derechos 

fundamentales procesales del recurrente. Este recurso busca subsanar decisiones que, en 

opinión del recurrente, contravienen principios rectores del debido proceso y acceso a la 

justicia. En el contexto específico, se cuestiona la denegatoria en la tramitación de una 

solicitud de nulidad. 
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1.2.3. Acto impugnado  

El acto impugnado es una resolución judicial que desestimó una solicitud procesal del 

recurrente bajo el argumento de incumplimiento de requisitos formales y sustantivos. El 

recurrente fundamentó su recurso señalando que la decisión vulnera principios 

constitucionales, como el derecho a la defensa y el principio pro actione, al interpretar 

de forma restrictiva las normas procesales aplicables. Asimismo, alegó que el órgano 

jurisdiccional no evaluó adecuadamente los argumentos sustantivos presentados. 

 

1.3. Objetivos del Trabajo 

1.3.1. Objetivo General 

Realizar un análisis crítico de una resolución de recurso de queja en un caso penal 

peruano, evaluando su fundamentación jurídica, impacto procesal y coherencia 

normativa. 

 

 

1.3.2. Objetivos Específicos 

 

I. Analizar los fundamentos normativos y jurisprudenciales aplicados en la 

resolución. 

II. Evaluar la calidad argumentativa y procesal en la resolución impugnada. 
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III. Identificar fortalezas y deficiencias en la resolución desde el enfoque del debido 

proceso. 

IV. Proponer recomendaciones que contribuyan a una mejor interpretación y 

aplicación de las normas procesales. 

1.4. Justificación 

El recurso de queja constituye una herramienta clave para garantizar el acceso a la 

justicia frente a decisiones arbitrarias o incorrectas en el proceso penal. Este análisis 

resulta relevante porque: 

1.4.1. Justificación académica  

La justificación académica del presente análisis radica en su contribución al 

desarrollo teórico-crítico de la calidad de las resoluciones judiciales en el proceso 

penal peruano, fortaleciendo la comprensión del recurso de queja como herramienta 

clave para garantizar el acceso a la justicia. Este estudio fomenta una formación 

académica sólida para los operadores jurídicos, al conectar la teoría del derecho con 

su aplicación práctica, promoviendo la interpretación coherente de normas y 

principios procesales como el debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva. 

 

1.4.2. Justificación práctica 

Se enfoca en proporcionar recomendaciones que optimicen la resolución de 

recursos de queja en el ámbito penal, fortaleciendo el respeto al debido proceso 
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y garantizando una correcta aplicación de las normas procesales. Este enfoque 

busca mejorar la calidad argumentativa de las decisiones judiciales, asegurando 

su coherencia y racionalidad. Además, contribuye a minimizar errores 

procesales comunes, promoviendo una práctica judicial más eficiente y acorde 

con los principios de acceso a la justicia y tutela jurisdiccional efectiva. 

1.4.3. Justificación social 

Radica en fortalecer la confianza ciudadana en el sistema judicial al evidenciar y 

corregir falencias procesales que afectan el acceso a la justicia. Este análisis 

promueve resoluciones más justas y fundamentadas, contribuyendo a un sistema 

penal transparente y respetuoso de los derechos fundamentales. 

 

1.5.  Referencia Metodológica 

Este enfoque se alinea principalmente con un análisis crítico-dogmático, ya que no solo 

interpreta las normas y verifica su aplicación, sino que también cuestiona la validez de los 

razonamientos jurídicos y su coherencia con principios fundamentales como el debido 

proceso, apoyándose en herramientas conceptuales. 
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CAPÍTULO II.- Marco Teórico 
 

Es esencial en este análisis porque proporciona los fundamentos conceptuales y jurídicos 

que permiten interpretar y evaluar críticamente la resolución judicial analizada. Sirve como 

base para contextualizar el recurso de queja dentro del sistema procesal penal peruano, 

destacando su relevancia como mecanismo para garantizar el acceso a la justicia y la tutela 

de derechos fundamentales. Este marco aborda las teorías de la argumentación jurídica 

(Alexy, 2016), que permiten analizar la racionalidad y coherencia de las decisiones, y el 

respeto al debido proceso como garantía procesal esencial (Taruffo, 2010). Además, 

explora el acto de notificación en el proceso penal, su impacto en la admisibilidad de 

recursos, y los principios procesales aplicables como la legalidad, economía procesal y el 

principio pro actione. Finalmente, incluye jurisprudencia relevante que guía la 

interpretación y aplicación de normas procesales, ofreciendo un enfoque crítico-dogmático 

que une teoría y práctica para evaluar la calidad de las decisiones judiciales y proponer 

mejoras estructurales. 



  15 

 

 
 

 

Fundamentos normativos y jurisprudenciales: El recurso analizado evidencia una correcta 

aplicación de los principios fundamentales del derecho procesal penal, entre ellos el 

principio pro actione, que orienta a garantizar el acceso a la justicia favoreciendo 

interpretaciones que promuevan la tutela jurisdiccional efectiva (Constitución Política del 

Perú, art. 139, numeral 3). En ese sentido, el tribunal optó por una interpretación amplia del 

artículo 155-C de la Ley Orgánica del Poder Judicial, acogiendo criterios de razonabilidad 

para determinar la procedencia del recurso de casación a pesar de alegatos de 

extemporaneidad. 

 

I. Normas relevantes: 

• Código Procesal Penal, art. 427 numeral 3: Regula la procedencia del recurso de 

casación considerando el monto de la reparación civil, que debe superar las 50 

Unidades de Referencia Procesal (URP) 

El artículo 427 del Código Procesal Penal regula la procedencia del recurso de 

casación, estableciendo como requisito que la impugnación verse sobre 

decisiones definitivas, autos con efecto de conclusión del procedimiento, o 

denegatorias de derechos específicos. En particular, el inciso 3 amplía la 

posibilidad de interponer este recurso cuando la controversia se refiere a la 

responsabilidad civil y el monto supera cincuenta Unidades de Referencia 

Procesal (URP) o cuando el objeto carece de valoración económica. Esta 

disposición garantiza que las decisiones judiciales sobre reparaciones civiles, 
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cuya trascendencia económica o complejidad jurídica puede ser significativa, 

sean revisadas en instancias superiores. Desde una perspectiva de acceso a la 

justicia, el umbral de las cincuenta URP asegura que los casos de relevancia 

económica significativa sean susceptibles de un control judicial más riguroso. 

Sin embargo, puede observarse que esta restricción podría limitar la casación en 

asuntos de menor cuantía, aunque con posible impacto social o moral. En 

conclusión, este inciso busca equilibrar la tutela efectiva de derechos civiles con 

la economía procesal, pero podría requerir mayor flexibilidad para atender casos 

excepcionales donde el monto no sea el único criterio determinante. 

• Ley Orgánica del Poder Judicial, art. 155-C: Establece el cómputo del plazo 

procesal desde el segundo día hábil de notificación electrónica. 

Regula los efectos de las resoluciones notificadas electrónicamente, estableciendo 

que estas surten efecto desde el segundo día siguiente al ingreso de la notificación 

en la casilla electrónica. Esta disposición, en línea con la modernización del sistema 

judicial, busca garantizar la celeridad procesal y la accesibilidad de las partes al 

sistema de notificaciones. No obstante, la norma excluye las resoluciones emitidas y 

notificadas en audiencias y diligencias especiales, donde los efectos son inmediatos, 

respetando la naturaleza presencial y urgente de estos actos procesales. 

El uso de la casilla electrónica representa un avance hacia la digitalización judicial, 

pero su interpretación ha generado debates sobre su claridad y congruencia con otras 

normas procesales, como el artículo 147 del Código Procesal Civil, que establece 
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reglas generales de cómputo de plazos. En caso de dudas hermenéuticas, prevalece 

el principio pro actione, que exige interpretaciones favorables al acceso a la justicia. 

En conclusión, el artículo 155-C contribuye a la eficacia del sistema judicial, pero 

requiere interpretaciones uniformes y coherentes para evitar vulneraciones al debido 

proceso, especialmente en cuanto al cómputo de plazos procesales esenciales. 

II. Jurisprudencia vinculante: 

• Tribunal Constitucional, Auto 3180-2021-PA/TC, que refuerza la necesidad de una 

interpretación favorable al justiciable en casos de duda sobre los plazos procesales. 

Criterio interpretativo.-  PÁRRAFO 17 “En este contexto, cualquier plazo procesal 

debe contarse a partir del día hábil siguiente al momento en que la resolución 

adquiere efectos legales. Específicamente, si la notificación electrónica produce 

efectos tras transcurrir dos días hábiles desde su ingreso a la casilla electrónica, el 

cómputo del plazo debe iniciarse el día hábil inmediatamente posterior al 

cumplimiento de esos dos días. Este Tribunal considera que esta interpretación se 

ajusta al principio pro actione, que promueve un enfoque favorable al acceso a la 

tutela jurisdiccional y descarta cualquier interpretación que obstaculice este derecho 

fundamental ” 

2.1. Bases Teóricas 

2.1.1. Teoría de la Argumentación Jurídica 

Alexy (2016) y su análisis de la fundamentación racional de decisiones judiciales. 
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"Alexy (2016) proporciona un marco teórico para evaluar la 

racionalidad y coherencia argumentativa en las decisiones judiciales, 

aplicable al análisis de recursos de queja." 

Roberto Alexy es una figura central en el ámbito de la filosofía del derecho y la 

teoría de la argumentación jurídica. Su obra sobre la argumentación jurídica, 

particularmente expuesta en Teoría de la Argumentación Jurídica (2007), 

proporciona un marco teórico sistemático para analizar cómo deben justificarse las 

decisiones jurídicas. Alexy propone un modelo de fundamentación racional que 

integra elementos del discurso práctico general y los aplica al ámbito jurídico, 

destacando la necesidad de argumentación clara, lógica y estructurada en las 

resoluciones judiciales. 

2.1.1.1.Principales aspectos de la teoría de Alexy: 

I. Carácter racional del derecho: Según Alexy, el derecho no solo implica normas, 

sino que estas deben estar justificadas racionalmente mediante argumentos sólidos, 

especialmente en los casos difíciles (hard cases). 

II. Tres niveles de análisis: La argumentación jurídica debe estructurarse en tres 

niveles: 

o Nivel interno: Consistencia lógica dentro del sistema normativo. 

o Nivel externo: Relación de las normas con principios y valores sociales. 

o Nivel intersubjetivo: Persuasión y aceptación por parte de la comunidad 

jurídica. 
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III. El principio de universalización: Inspirado en la ética discursiva de Habermas, 

Alexy sostiene que una norma es válida si sus implicaciones pueden ser 

universalmente aceptadas por todos los afectados bajo condiciones ideales de 

discurso. 

IV. Diferenciación entre reglas y principios: Alexy distingue las reglas como normas 

que se aplican de manera "todo o nada" y los principios como mandatos de 

optimización, que requieren ponderación en su aplicación dependiendo de las 

circunstancias del caso. 

V. Estructura de la argumentación: La argumentación jurídica debe sustentarse en: 

o Argumentos deductivos, que aseguren la coherencia normativa. 

o Argumentos de principios, que garanticen una solución justa. 

o Argumentos pragmáticos, que evalúen las consecuencias de la decisión. 

2.1.1.2.Aplicación práctica 

El modelo de Alexy busca fortalecer la legitimidad del sistema jurídico al 

garantizar que las decisiones sean fruto de un proceso argumentativo racional y 

no de la arbitrariedad. Esto es especialmente relevante en los recursos y 

resoluciones que requieren una sólida justificación, como en casos donde se 

invocan derechos fundamentales o principios constitucionales. 

o Críticas 
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Aunque ampliamente reconocido, el enfoque de Alexy ha sido criticado por su 

aparente idealismo y la dificultad de aplicar condiciones discursivas "ideales" en 

contextos reales donde intervienen intereses políticos, desigualdades sociales y 

limitaciones institucionales. 

o Conclusión 

La teoría de la argumentación jurídica de Alexy es una herramienta esencial para 

analizar y fortalecer la calidad argumentativa de las decisiones judiciales. Su 

énfasis en la racionalidad, la ponderación de principios y la justificación 

discursiva contribuye al desarrollo de un derecho más legítimo, equitativo y 

coherente con los valores democráticos. 

 

2.1.2. Teoría Procesal Penal 

Taruffo (2010) y su enfoque en el respeto al debido proceso.  

"Taruffo (2010) enfatiza la importancia del debido proceso como garantía 

para las partes, un aspecto crucial en la resolución de recursos procesales." 

Michell de Tarufo, en su análisis sobre el concepto de debido proceso, aborda 

este principio como uno de los pilares fundamentales del derecho constitucional, 

cuya aplicación debe ser entendida como una garantía jurídica esencial que 

asegura que los individuos reciban un trato justo y equitativo en el marco de 

procedimientos legales. El debido proceso no solo cubre el acceso a la justicia, 
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sino que establece condiciones mínimas de protección procesal que deben 

respetarse en todas las fases del proceso judicial. 

2.1.2.1.Elementos del debido proceso según Michell de Tarufo: 

I. Derecho a la defensa: El debido proceso implica que toda persona tiene 

derecho a defenderse adecuadamente de las acusaciones en su contra. Este 

derecho se extiende a la posibilidad de contar con un abogado, presentar 

pruebas y ser oído por un tribunal imparcial. 

II. Notificación y acceso al expediente: El principio del debido proceso 

también abarca la notificación oportuna de los actos procesales y el derecho 

al acceso completo y transparente al expediente judicial. De esta forma, se 

asegura que los involucrados en un proceso conozcan las actuaciones y 

puedan intervenir en los plazos establecidos. 

III. Imparcialidad judicial: Un principio clave dentro del debido proceso es la 

imparcialidad del juez. Los tribunales deben garantizar que sus decisiones no 

estén influenciadas por prejuicios o intereses externos, asegurando que todas 

las partes sean tratadas de manera igualitaria. 

IV. Publicidad del juicio: La transparencia es otro componente esencial del 

debido proceso, que garantiza que los actos procesales sean públicos, 

permitiendo el control social y la prevención de abusos de poder. 

V. Plazos razonables: El debido proceso implica que los procedimientos 

judiciales deben desarrollarse dentro de plazos razonables, evitando la 

dilación injustificada que pueda perjudicar a las partes, especialmente a los 
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acusados, quienes podrían enfrentar consecuencias negativas por la espera 

prolongada de una resolución. 

VI. Acceso a la justicia: El derecho al debido proceso está estrechamente 

vinculado al acceso a la justicia. Esto implica que toda persona, sin 

discriminación, debe poder recurrir a los tribunales y obtener una resolución, 

sin obstáculos indebidos. 

2.1.2.2.Reflexión de Michell de Tarufo: 

De Tarufo subraya que el debido proceso es una garantía fundamental en el 

marco de un estado democrático de derecho, dado que no solo se refiere a los 

aspectos formales del procedimiento, sino también a su contenido material. En 

otras palabras, un juicio no solo debe ser conducido conforme a normas 

procesales, sino también debe ser sustanciado con justicia sustantiva. Así, el 

debido proceso va más allá de un simple conjunto de normas procesales y 

adquiere un carácter ético y democrático, orientado a asegurar que los derechos 

humanos sean respetados en todo momento. 

o Conclusión: 

El debido proceso es un principio de vital importancia para el funcionamiento 

del sistema judicial, pues es el garante de que las decisiones judiciales sean 

legítimas, justas y razonables. La reflexión de Michell de Tarufo sobre este 

principio pone de manifiesto su dimensión multifacética, abarcando tanto 

aspectos procedimentales como sustantivos, y reafirmando su papel central en 
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la protección de los derechos fundamentales de las personas dentro del proceso 

judicial. 

o Evaluación del debido proceso:  

Según Taruffo (2010), el respeto al debido proceso requiere que las partes 

tengan igualdad de condiciones para plantear recursos y defender sus 

pretensiones. Este criterio fue observado al aceptar que el cómputo del plazo 

debía incluir la exclusión del día del juez, un feriado reconocido, garantizando 

así la legitimidad del recurso. 

 

2.2. Estructura del Acto Procesal de Notificación en el Sistema Judicial Peruano 

El análisis de la notificación electrónica permitió corregir un error procesal que afectaba 

el derecho del recurrente al acceso a la justicia: 

• Errores procesales comunes: El cálculo incorrecto del plazo procesal es un vicio 

frecuente que afecta la admisibilidad de recursos. La resolución corrige este error al 

interpretar adecuadamente el artículo 155-C en armonía con el artículo 147 del 

Código Procesal Civil. 

• Impacto en el debido proceso: La correcta notificación y el cómputo adecuado del 

plazo son esenciales para garantizar la oportunidad del justiciable a presentar sus 

recursos, lo cual fue restablecido mediante este pronunciamiento. 
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2.3. Definición del acto de notificación  

2.3.1. Definición Según el Tribunal Constitucional Peruano 

El Tribunal Constitucional del Perú ha abordado en diversas sentencias la importancia 

de la notificación como acto procesal, especialmente en lo relacionado con la garantía 

de los derechos fundamentales de las partes involucradas en un proceso. En su 

jurisprudencia, define la notificación como el acto formal mediante el cual se da a 

conocer una resolución, providencia o actuación procesal a una persona, con el fin de 

garantizar su derecho a la defensa y a la tutela judicial efectiva. En este sentido, la 

notificación no solo cumple con una formalidad procesal, sino que también asegura que 

las partes puedan tomar conocimiento de las decisiones judiciales y actuar en 

consecuencia. 

Por ejemplo, en la sentencia STC 03782-2013-PA/TC, el Tribunal Constitucional 

precisó que "la notificación es el acto por el cual se pone en conocimiento de las partes 

las resoluciones del órgano jurisdiccional, asegurando con ello el derecho de defensa y 

la posibilidad de ejercer las facultades procesales correspondientes" (Tribunal 

Constitucional del Perú, 2013). 

 

2.3.2. Definición Según el Código Procesal Civil 

El Código Procesal Civil de Perú, en su artículo 139, establece que la notificación es el 

acto procesal mediante el cual se comunica a las partes o a quienes tengan interés en un 
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proceso, las resoluciones dictadas por el juez o tribunal correspondiente. Esta 

notificación tiene como fin garantizar que las partes tengan conocimiento de los actos 

procesales y, en consecuencia, puedan ejercer su derecho de defensa. La notificación 

puede realizarse de diversas formas, tales como notificación personal, por edictos, o por 

medios electrónicos, dependiendo de las circunstancias del caso. 

El artículo 139 del Código Procesal Civil establece lo siguiente: 

"La notificación es el acto procesal mediante el cual se pone en conocimiento de los 

interesados las resoluciones que afecten sus derechos, salvo disposición en contrario. Se 

entiende por interesado a quien, según el caso, tiene derecho a recurrir la resolución." 

(Código Procesal Civil, 1993). 

 

2.3.3.  Definición Según el Código Procesal Penal 

El Código Procesal Penal también aborda la notificación, señalando que es un acto 

fundamental para asegurar el acceso a la justicia y garantizar el derecho de defensa. 

Según el artículo 157 del Código Procesal Penal, la notificación se entiende como el 

acto mediante el cual se comunica formalmente una resolución, providencia o acto 

procesal a las partes en el proceso penal, con el objetivo de que estas puedan tomar 

conocimiento de las actuaciones y ejercer su derecho a la defensa en el ámbito del 

proceso penal. 

El artículo 157 del Código Procesal Penal establece: 
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"La notificación es el acto procesal mediante el cual se pone en conocimiento de las 

partes las resoluciones y actuaciones procesales, en forma y plazos establecidos por ley, 

con el fin de asegurar el ejercicio del derecho de defensa." (Código Procesal Penal, 

2004). 

o Conclusión 

La notificación es un acto procesal esencial en los sistemas judiciales, ya que garantiza 

que las partes involucradas en un proceso tengan conocimiento de las decisiones y 

actos que puedan afectar sus derechos. Según el Tribunal Constitucional Peruano, el 

Código Procesal Civil y el Código Procesal Penal, la notificación es un acto formal que 

asegura el acceso a la justicia y el derecho a la defensa, y se realiza de acuerdo con las 

formas y plazos establecidos por la ley. Este acto procesal no solo cumple una función 

informativa, sino también una función garantista, permitiendo que las partes puedan 

ejercer adecuadamente sus derechos dentro del proceso. 

 

2.4. Importancia de la notificación  

La notificación es un acto fundamental en los procedimientos judiciales en el derecho 

peruano, ya que cumple una función esencial en la garantía de derechos procesales y en 

el acceso a la justicia. En este contexto, la notificación no solo se entiende como un 

acto administrativo o formal, sino como un medio para asegurar el ejercicio del 
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derecho de defensa y el debido proceso de las partes involucradas en cualquier tipo de 

proceso legal. Tales como: 

 

A) Garantía del Derecho de Defensa 

En el derecho peruano, la notificación es crucial para garantizar el derecho de 

defensa de las partes. De acuerdo con el artículo 139 de la Constitución 

Política del Perú, el debido proceso y el derecho a la defensa son principios 

fundamentales que rigen la administración de justicia. La notificación asegura 

que las personas tengan conocimiento de las decisiones que afectan sus 

derechos y, en consecuencia, puedan ejercer su derecho de defensa en el 

proceso judicial. Si no se notifica correctamente una resolución, la parte 

afectada podría ser privada de su derecho de impugnar o recurrir dicha 

resolución. 

B) Acceso a la Justicia 

La notificación también es esencial para el acceso efectivo a la justicia, 

permitiendo que las partes sean informadas de las actuaciones procesales y 

tengan la oportunidad de intervenir oportunamente. Esto está relacionado con el 

principio pro actione, que implica que todo acto procesal debe interpretarse de 

forma que favorezca el acceso al proceso judicial y no lo limite. En este sentido, 

una notificación oportuna y correcta permite que las partes puedan interponer 
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recursos, contestar demandas, o actuar dentro de los plazos establecidos por la 

ley. 

C)  Cumplimiento de Plazos y Formalidades 

La notificación es crucial para el cumplimiento de los plazos procesales 

establecidos en las normas procedimentales, como el Código Procesal Civil y el 

Código Procesal Penal. El cómputo de los plazos para recurrir, presentar 

pruebas o realizar cualquier otro acto procesal depende del momento en que se 

realiza la notificación. La forma en que se lleva a cabo esta notificación (ya sea 

personal, por edictos o por medios electrónicos) determina, por ejemplo, cuándo 

empieza a contarse el plazo para presentar una apelación o cualquier otro 

recurso. En consecuencia, una notificación mal realizada puede alterar los 

plazos procesales y, en su caso, ocasionar la nulidad de actuaciones o el 

perjuicio a una de las partes. 

D) Función Garantista y Protección de Derechos 

El Tribunal Constitucional peruano ha reiterado que la notificación tiene una 

función garantista, dado que se asegura que las personas tengan conocimiento de 

los actos procesales que pueden afectar sus derechos. La correcta notificación es, 

por tanto, un medio para proteger el ejercicio de los derechos fundamentales de 

las partes, incluidos los derechos de información, participación y defensa. En 

este sentido, la notificación cumple una doble función: por un lado, es un acto 
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procesal que comunica decisiones, y por otro, es una herramienta para la 

protección de derechos. 

E) Transparencia y Legalidad en los Actos Judiciales 

La notificación también garantiza la transparencia y la legalidad en los actos 

judiciales. Al establecer un registro formal y documentado de las resoluciones y 

actuaciones procesales, se asegura que todas las partes sean tratadas por igual y 

de acuerdo con el principio de legalidad. Esto implica que todas las personas 

deben ser notificadas de manera justa y equitativa, sin distinciones o 

irregularidades que puedan afectar la imparcialidad del proceso judicial. 

o Conclusión 

En resumen, la notificación es un acto procesal de suma importancia en el 

derecho peruano, ya que no solo tiene una función informativa, sino que también 

asegura el cumplimiento de derechos fundamentales, como el derecho a la 

defensa y el acceso a la justicia. Una notificación correcta y oportuna permite el 

ejercicio pleno de los derechos procesales, la transparencia en la administración 

de justicia y el cumplimiento de los plazos establecidos por la ley. Sin una 

notificación adecuada, los procesos judiciales perderían su efectividad y 

legitimidad, afectando el derecho de las partes a ser escuchadas y a participar 

activamente en el proceso. 
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2.5. Análisis del impacto del acto de notificación en la tutela judicial efectiva y el debido 

proceso. 

En el contexto del derecho peruano, el acto de notificación constituye un pilar esencial 

para garantizar tanto la tutela judicial efectiva como el respeto al debido proceso. La 

tutela judicial efectiva y el debido proceso son principios fundamentales consagrados 

en la Constitución de 1993 (modificada por última vez en 2005), los cuales protegen los 

derechos de los ciudadanos frente a posibles vulneraciones de su acceso a la justicia, y 

en particular, la forma en que las decisiones judiciales pueden impactarles. A través de 

la notificación, se asegura que las partes en un proceso judicial sean debidamente 

informadas de las resoluciones que inciden sobre sus derechos, lo que permite la 

participación efectiva en el proceso y el ejercicio de los recursos legales disponibles. 

2.5.1. El Acto de Notificación y la Tutela Judicial Efectiva 

La tutela judicial efectiva es un derecho fundamental que permite a las personas 

acceder a un juez imparcial y obtener una resolución en su caso en un tiempo 

razonable. En el derecho peruano, este derecho implica no solo la existencia de un 

proceso judicial, sino también su efectividad en términos de garantizar que las 

personas tengan la oportunidad de conocer y participar en las decisiones que afectan 

sus derechos. 

La notificación cumple un papel central en la efectividad de este derecho, pues 

asegura que las personas sean informadas de las actuaciones procesales y 

resoluciones emitidas en su contra o a su favor. Si una persona no es notificada 
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correctamente de una resolución, no tendrá conocimiento de los plazos para recurrir, 

lo que podría afectar gravemente su capacidad para impugnar decisiones judiciales 

que le sean desfavorables. La notificación, por lo tanto, permite que el acto judicial 

sea conocido y comprendido por las partes, garantizando que se pueda ejercer el 

derecho a recurrir a instancias superiores o presentar defensas adecuadas. 

El Tribunal Constitucional del Perú ha sostenido que el acto de notificación es 

esencial para asegurar que las decisiones judiciales sean efectivas, ya que, sin el 

conocimiento oportuno de estas, no se podría ejercer un control sobre la actuación 

del poder judicial, lo que afectaría la tutela de los derechos fundamentales de las 

personas (STC 0041-2006-PI/TC). 

2.5.2. El Acto de Notificación y el Debido Proceso 

El debido proceso es otro principio fundamental que emana del artículo 139 de la 

Constitución peruana, el cual asegura que toda persona tiene derecho a ser tratada 

conforme a un conjunto de garantías procesales mínimas en el curso de cualquier 

procedimiento judicial. Este principio incluye, entre otras garantías, el derecho a ser 

debidamente notificado de las actuaciones procesales que afecten sus derechos. 

La notificación, en este sentido, es un componente esencial del debido proceso, ya 

que no se puede entender un proceso judicial legítimo sin que las partes tengan 

conocimiento de las decisiones que se están tomando en su contra o a su favor. 

Según el Código Procesal Civil y el Código Procesal Penal, la notificación 

permite que las partes tengan la oportunidad de conocer y reaccionar frente a los 
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actos procesales que les afecten, asegurando su participación activa en el proceso. 

Esto incluye la notificación de resoluciones, audiencias y otros actos procesales, 

como el inicio o el término de un juicio. 

El debido proceso, por tanto, requiere que la notificación se efectúe de manera 

adecuada, para garantizar que la persona pueda ejercer su derecho de defensa y que 

sus derechos fundamentales sean respetados durante todo el curso del procedimiento. 

De acuerdo con el Tribunal Constitucional, una notificación errónea o tardía puede 

generar la nulidad de las actuaciones procesales, dado que afecta el principio de 

imparcialidad del juez y el derecho de las partes a ser escuchadas (STC 00018-

2013-PI/TC). 

2.5.3.  Principios Fundamentales Relacionados con la Notificación 

El acto de notificación también tiene una relación directa con otros principios 

fundamentales del derecho peruano, como los de legalidad, igualdad y acceso a la 

justicia. La notificación debe ser realizada conforme a las normas establecidas por la 

ley, asegurando que todas las partes tengan acceso igualitario a la información procesal. 

• Legalidad: La notificación debe cumplir con los requisitos legales establecidos en 

el Código Procesal Civil y en el Código Procesal Penal. Esto asegura que el 

proceso se desarrolle dentro de un marco normativo que garantice la legalidad de 

los actos procesales. 

• Igualdad: El principio de igualdad implica que todas las partes, 

independientemente de su condición social, económica o jurídica, deben tener las 
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mismas oportunidades para recibir las notificaciones de manera oportuna y 

conforme a la ley. Esto asegura que ninguna parte se vea perjudicada por la falta de 

acceso a la información relevante del proceso. 

• Acceso a la Justicia: La notificación asegura que las personas puedan acceder a la 

justicia, ya que les informa sobre los plazos y las decisiones judiciales, 

permitiéndoles interponer recursos o presentar sus argumentos dentro del tiempo 

estipulado por la ley. 

Conclusión 

En conclusión, el acto de notificación tiene un impacto determinante en la tutela judicial 

efectiva y el debido proceso, dos principios fundamentales que garantizan el acceso a la 

justicia y la protección de los derechos humanos en el Perú. Una notificación adecuada 

y oportuna es esencial para que las partes puedan ejercer su derecho de defensa, 

impugnar decisiones judiciales y participar plenamente en el proceso. Además, el 

respeto a los principios de legalidad, igualdad y acceso a la justicia depende en gran 

medida de la correcta ejecución de la notificación. De no ser realizada de manera 

correcta, la notificación podría comprometer la efectividad del proceso judicial y la 

protección de los derechos fundamentales, afectando la legitimidad y la equidad de todo 

el sistema judicial. 

2.5.4. Problemas comunes en la notificación  

La notificación judicial es un acto procesal clave para garantizar el acceso a la justicia, 

el debido proceso y la tutela judicial efectiva. Sin embargo, en la práctica diaria del 
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sistema judicial peruano, existen diversos problemas que afectan la eficacia y eficiencia 

de este procedimiento. A continuación, se describen algunos de los problemas más 

comunes relacionados con la notificación judicial: 

I. Falta de Notificación o Notificación Incorrecta 

Uno de los problemas más frecuentes es la falta de notificación o la notificación 

incorrecta, ya sea por no encontrarse al destinatario en su domicilio o por errores en 

la dirección de la casilla electrónica. Esta situación genera que las partes no tengan 

conocimiento de los actos procesales, afectando su derecho a ser escuchadas y a 

recurrir las decisiones judiciales que les sean desfavorables. Esto puede resultar en 

la nulidad de actuaciones y en la vulneración de derechos fundamentales, como el 

derecho de defensa. 

• Causas: La falta de actualización de direcciones o la no correcta verificación de 

datos por parte de las autoridades judiciales. 

• Consecuencias: La imposibilidad de ejercer recursos o presentar alegaciones, lo 

que puede afectar la eficacia del proceso. 

II. Retrasos en la Notificación 

La demora en la notificación es otro problema recurrente en el sistema judicial. Los 

plazos procesales establecidos por la ley pueden verse comprometidos debido a que 

las notificaciones no se realizan dentro del tiempo estipulado. Esto afecta el 
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principio de razonabilidad de los plazos y puede ocasionar perjuicios a las partes 

que se ven impedidas de ejercer sus derechos procesales oportunamente. 

• Causas: Sobrecarga de trabajo en los órganos judiciales, falta de personal o de 

recursos tecnológicos adecuados. 

• Consecuencias: Plazos procesales vencidos, falta de acceso a la justicia y 

dilación en el acceso a una decisión final. 

III.  Problemas con la Notificación Electrónica 

Con la implementación de la notificación electrónica a través de la casilla 

electrónica en el marco de la Ley 30.946 (que regula el uso de las tecnologías de la 

información y la comunicación en el ámbito judicial), surgen varios problemas. 

Aunque este sistema tiene como objetivo agilizar los trámites, existen dificultades, 

como la no actualización de las casillas electrónicas de los usuarios, fallos técnicos 

en el sistema o la falta de conocimiento de los usuarios sobre cómo utilizarlo 

correctamente. 

• Causas: Desinformación sobre el uso de la casilla electrónica, problemas 

técnicos del sistema, y falta de infraestructura en ciertas jurisdicciones. 

• Consecuencias: Desinformación de las partes sobre el estado del proceso, lo 

que puede llevar a que no presenten recursos o cumplan con los plazos 

establecidos. 

IV. Notificación Defectuosa por Falta de Formalidad 
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La notificación debe cumplir con ciertos requisitos de formalidad para que sea 

válida, como la firma del notificador o la entrega en el domicilio adecuado. Sin 

embargo, en la práctica, frecuentemente se cometen errores en estos aspectos. La 

notificación realizada de forma deficiente, sin la debida certificación o sin cumplir 

con los requisitos legales establecidos, puede generar nulidad de los actos 

procesales. 

• Causas: Descuido por parte de los notificados o de los operadores del sistema 

judicial. 

• Consecuencias: Posibles nulidades procesales, lo que genera retrasos y aumenta 

la carga de trabajo judicial. 

V. Notificación de Actos Procesales a Personas No Habilitadas 

Otro problema frecuente es la notificación a personas que no tienen la capacidad 

legal para recibir las notificaciones en nombre de las partes, como parientes lejanos 

o empleados de las partes. Este tipo de notificación no es válida, ya que no se 

realiza conforme a lo dispuesto por la ley, lo que puede afectar la validez de los 

actos procesales. 

• Causas: Falta de revisión de los requisitos legales para realizar la notificación a 

una persona habilitada para recibirla. 

• Consecuencias: Invalidez del acto procesal, afectación a los derechos de las 

partes y posibilidad de nulidad en los actos procesales. 
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VI. Notificación en Procedimientos Especiales 

En algunos procedimientos especiales, como los procedimientos de ejecución de 

sentencia, las notificaciones tienen una especial relevancia. No obstante, en la 

práctica, se presenta la problemática de que no se realiza de manera correcta, lo que 

impide que las partes puedan hacer valer sus derechos en el momento adecuado, 

afectando el principio de seguridad jurídica. 

• Causas: Desconocimiento o mala interpretación de las normas específicas sobre 

notificaciones en procedimientos especiales. 

• Consecuencias: Obstaculización de los derechos de las partes y la vulneración 

de las garantías procesales. 

VII. Deficiencias en la Notificación de Resoluciones en Audiencias 

En algunas ocasiones, las resoluciones tomadas en audiencias no son notificadas de 

forma inmediata, lo que genera incertidumbre sobre las decisiones judiciales. Esto 

es particularmente relevante cuando las audiencias son de naturaleza urgente o 

cuando la notificación posterior genera perjuicios a los intereses de las partes, como 

el vencimiento de plazos procesales. 

• Causas: Falta de eficiencia en la administración de los procesos, dificultades en 

la gestión de audiencias o problemas técnicos. 

• Consecuencias: Los derechos de las partes se ven afectados por la falta de 

conocimiento oportuno de la resolución. 
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Conclusión 

La notificación judicial es un acto procesal fundamental para garantizar la tutela 

judicial efectiva y el debido proceso. Sin embargo, su correcta implementación 

enfrenta diversos problemas en la práctica diaria, como la falta de notificación 

adecuada, los retrasos, los problemas con la notificación electrónica, y las 

deficiencias en los procedimientos especiales. Para mejorar la eficacia del sistema 

judicial, es esencial que las autoridades judiciales tomen medidas para mejorar la 

gestión de las notificaciones, utilizando adecuadamente las tecnologías disponibles 

y garantizando el cumplimiento de las formalidades legales. De este modo, se podrá 

asegurar que las partes tengan pleno acceso a la justicia, protegiendo así sus 

derechos fundamentales. 

 

2.6. Descripción de errores procesales frecuentes que afectan la admisibilidad y 

procedencia de recursos como la queja. 

En el ámbito judicial peruano, la queja es un recurso que se interponen para cuestionar 

ciertos actos procesales que vulneran el debido proceso o las garantías fundamentales. Sin 

embargo, diversos errores procesales pueden afectar la admisibilidad y procedencia de este 

recurso, generando consecuencias negativas tanto para las partes involucradas como para la 

correcta administración de justicia. A continuación, se describen algunos de los errores 

procesales más comunes que afectan la admisibilidad y procedencia de la queja: 
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2.6.1.  Interposición Fuera de Plazo 

Uno de los errores más frecuentes en la práctica es la interposición del recurso de queja 

fuera del plazo legalmente establecido. De acuerdo con el Código Procesal Civil y el 

Código Procesal Penal, los recursos deben presentarse dentro de los plazos procesales 

establecidos, los cuales son perentorios. Si el recurso se presenta fuera de dicho plazo, 

el tribunal puede declararlo inadmisible, lo que implica la pérdida del derecho de 

impugnación para la parte recurrente. 

• Causa: Desconocimiento de los plazos o falta de diligencia de las partes. 

• Consecuencia: La inadmisibilidad del recurso de queja y la pérdida de la 

posibilidad de impugnar la resolución. 

2.6.2. Deficiencia en la Forma del Recurso 

La queja, al igual que otros recursos, debe cumplir con una serie de requisitos formales 

para ser admitida. Un error procesal común es la falta de cumplimiento con estos 

requisitos, como la omisión de la firma del recurrente, la ausencia de identificación 

clara de la resolución que se impugna, o la no fundamentación adecuada del recurso. La 

omisión de estos elementos esenciales puede dar lugar a la inadmisibilidad del recurso 

de queja. 

• Causa: Desconocimiento de los requisitos formales establecidos en la ley. 
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• Consecuencia: La imposibilidad de que el tribunal conozca el fondo del recurso y 

su inadmisibilidad. 

2.6.3. Improcedencia del Recurso por no Ser una Decisión Impugnable 

La queja es un recurso extraordinario que solo procede en contra de ciertas resoluciones. 

Un error frecuente es la interposición de una queja contra una resolución que no es 

impugnable por esta vía. Por ejemplo, presentar una queja contra un auto que no pone 

fin al proceso o que no afecta directamente el ejercicio del derecho de defensa puede 

llevar a la improcedencia del recurso. 

• Causa: Desconocimiento de las normas que regulan la procedencia de la queja, en 

especial de los actos procesales que pueden ser impugnados por este recurso. 

• Consecuencia: El recurso es declarado improcedente, ya que no cumple con los 

requisitos de procedencia establecidos en el ordenamiento jurídico. 

2.6.4. Falta de Representación o Apoderamiento Válido 

En ocasiones, se presenta un recurso de queja sin que la persona que lo interpone cuente 

con el debido poder o facultad para hacerlo. Este error ocurre cuando el abogado o el 

representante no tiene una facultad expresa que lo autorice a presentar el recurso en 

nombre de la parte. La falta de poder o apoderamiento puede llevar a la inadmisibilidad 

del recurso, ya que no se puede admitir un recurso interpuesto por una persona no 

habilitada legalmente para hacerlo. 
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• Causa: Falta de representación procesal adecuada o desconocimiento de los 

requisitos de apoderamiento. 

• Consecuencia: El tribunal puede declarar inadmisible el recurso de queja debido a 

la falta de legitimación activa de quien lo presenta. 

2.6.5. Inexistencia de Agravio o Lesión de Derecho 

La queja, al igual que otros recursos, debe interponerse cuando se haya producido un 

agravio o lesión a los derechos de la parte recurrente. Si no se justifica adecuadamente 

el perjuicio que la resolución impugnada ha ocasionado, el recurso puede ser declarado 

inadmisible. La parte recurrente debe demostrar cómo la resolución impugnada afecta 

sus derechos fundamentales, como el derecho a la defensa o el derecho de acceso a la 

justicia. 

• Causa: No argumentar adecuadamente los perjuicios sufridos a causa de la 

resolución impugnada. 

• Consecuencia: La inadmisibilidad del recurso debido a la falta de justificación del 

agravio. 

2.6.6. No Fundamentación Adecuada del Recurso 

Otro error frecuente es la interposición de un recurso de queja sin una debida 

fundamentación. La queja debe contener una argumentación clara y precisa que 

explique las razones por las cuales se considera que la resolución impugnada es 
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incorrecta o vulnera derechos. La ausencia de esta fundamentación o una 

fundamentación insuficiente puede llevar a la inadmisibilidad del recurso. 

• Causa: Desconocimiento de los requisitos de fundamentación de los recursos. 

• Consecuencia: La inadmisibilidad del recurso, al no cumplir con los requisitos de 

fundamentación establecidos. 

2.6.7. Confusión con Otros Recursos 

En ocasiones, las partes confunden la queja con otros recursos procesales, como el 

recurso de apelación o el recurso de revisión, interponiéndola en situaciones que no 

son procedentes. Este error procesal puede afectar la admisibilidad de la queja, ya que 

la ley establece un marco preciso sobre cuándo debe interponerse cada tipo de recurso. 

Si la parte presenta la queja en lugar de otro recurso procesal adecuado, este será 

inadmisible. 

• Causa: Confusión de los recursos procesales disponibles y falta de conocimiento 

sobre su aplicabilidad. 

• Consecuencia: La declaratoria de inadmisibilidad del recurso interpuesto. 

o Conclusión 

Los errores procesales en la interposición de la queja son comunes en la práctica judicial 

peruana y pueden afectar gravemente su admisibilidad y procedencia. Para evitar estos 

errores, es fundamental que las partes involucradas y sus representantes conozcan a 

fondo los requisitos y plazos procesales, así como la procedencia del recurso en función 
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de la resolución impugnada. La correcta fundamentación, el cumplimiento de los 

requisitos formales, y la representación adecuada son esenciales para garantizar que la 

queja sea admitida y que el sistema judicial cumpla con los principios de justicia y 

debido proceso. 

Contextualización normativa 

 

2.7. Normas procesales aplicables  

1) Artículo 426: Procedencia del Recurso de Queja 

El artículo 426 establece las situaciones en las que procede el recurso de queja, es 

decir, los casos en los que las partes pueden interponer este recurso ante el tribunal 

superior. Según el artículo, la queja puede ser presentada cuando: 

• Se impugnan los actos del juez de primera instancia que afectan directamente 

el ejercicio de los derechos fundamentales de las partes, como el derecho a la 

defensa, la igualdad procesal, la razonabilidad de las decisiones, etc. 

• El recurso de queja se puede interponer contra ciertas resoluciones, como los 

autos de inadmisibilidad o los que resuelvan sobre la detención de una persona, 

entre otros actos procesales, cuando se considera que violan principios y 

derechos constitucionales. 

Redacción del Artículo 426: "El recurso de queja procede contra las resoluciones 

que pongan fin al proceso, que resulten contrarias a los derechos fundamentales de 
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las partes, o que denieguen la apelación de una resolución que no sea susceptible 

de ser impugnada por otro recurso." 

2) Artículo 427: Admisibilidad y Procedencia de la Queja 

El artículo 427 regula la admisibilidad y los plazos dentro de los cuales debe 

interponerse el recurso de queja. En este artículo se destaca que el recurso debe ser 

interpuesto dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación de la 

resolución que se desea impugnar. En este sentido, establece que no se podrá 

interponer queja fuera de este plazo, salvo en casos excepcionales previstos por la 

ley. 

Redacción del Artículo 427: "El recurso de queja se interpondrá dentro de los tres 

días hábiles siguientes a la notificación de la resolución impugnada. Este plazo 

será inamovible, salvo que la ley disponga otra cosa." 

3) Artículo 428: Efectos del Recurso de Queja 

El artículo 428 establece los efectos de la queja, destacando que la interposición de 

este recurso no suspende automáticamente los efectos de la resolución impugnada, 

salvo que el tribunal superior lo decida expresamente. El tribunal superior puede, 

por lo tanto, decidir si suspende los efectos de la resolución impugnada mientras se 

resuelve el recurso. 
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Redacción del Artículo 428: "La interposición del recurso de queja no suspende 

los efectos de la resolución impugnada, salvo que el tribunal superior disponga lo 

contrario." 

4) Artículo 429: Resolución del Tribunal Superior 

El artículo 429 regula la competencia del tribunal superior para conocer y resolver 

el recurso de queja. Este tribunal tiene la facultad de admitir o rechazar el recurso, y 

en caso de que lo admita, podrá resolver la cuestión planteada de acuerdo con los 

principios del debido proceso. 

Redacción del Artículo 429: "El tribunal superior resolverá la queja de acuerdo 

con los principios establecidos en el Código Procesal Penal, basándose en la 

argumentación presentada por las partes y en el marco constitucional y legal 

aplicable." 

5) Artículo 430: Rechazo del Recurso de Queja 

El artículo 430 establece los casos en los que el recurso de queja puede ser 

rechazado por el tribunal superior. Esto ocurre cuando el recurso no cumple con los 

requisitos establecidos, como la falta de fundamentación o la interposición fuera de 

plazo. 

Redacción del Artículo 430: "El recurso de queja será rechazado si no cumple con 

los requisitos de forma establecidos en la ley, o si se interpone fuera del plazo 

legalmente dispuesto." 
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6) Artículo 431: Notificación del Fallo de la Queja 

El artículo 431 establece que el fallo sobre la queja debe ser notificado a las partes, 

permitiendo que estas conozcan la decisión del tribunal superior y, en caso de ser 

necesario, interponer otros recursos legales correspondientes. 

Redacción del Artículo 431: "La resolución del recurso de queja será notificada a 

las partes conforme al procedimiento previsto en el Código Procesal Penal." 

o Conclusión 

El recurso de queja en el Código Procesal Penal de Perú es una herramienta que 

permite a las partes impugnar resoluciones que afecten sus derechos fundamentales 

en el marco de un proceso penal. Las normas procesales contenidas en los artículos 

426 a 431 regulan los plazos, la admisibilidad, los efectos y la resolución de este 

recurso. Es fundamental que las partes conozcan y respeten los plazos y requisitos 

establecidos para interponer una queja, de modo que puedan ejercer sus derechos de 

manera efectiva y garantizar el cumplimiento del debido proceso. 

 

2.8. Principios aplicables en el recurso de queja  

En el contexto del derecho peruano, el recurso de queja es una herramienta procesal 

importante para la protección de los derechos fundamentales de las partes durante un 

proceso penal. Este recurso se utiliza para impugnar determinadas resoluciones que afectan 

los derechos de los involucrados, y su regulación está íntimamente relacionada con varios 



  47 

 

 
 

principios procesales y constitucionales que buscan asegurar la tutela judicial efectiva, el 

debido proceso y la protección de los derechos fundamentales. Los principios aplicables 

al recurso de queja en el derecho peruano son los siguientes: 

1) Principio de la Tutela Judicial Efectiva 

Este principio implica que toda persona tiene el derecho de acceder a la justicia para 

que se resuelvan los conflictos legales en los que esté involucrado. En el caso del 

recurso de queja, se garantiza que las partes puedan impugnar resoluciones judiciales 

que violen sus derechos fundamentales. El tribunal que resuelve la queja debe actuar 

de manera que proteja efectivamente los derechos de las partes, asegurando que la 

resolución de fondo no se vea afectada por irregularidades procesales o decisiones 

judiciales arbitrarias. 

Referencia: Art. 139 de la Constitución Política del Perú, que establece los derechos 

fundamentales relacionados con el acceso a la justicia y la tutela judicial efectiva. 

2) Principio del Debido Proceso 

El debido proceso es un principio constitucional que garantiza que las personas sean 

tratadas de manera justa y equitativa en el marco de un procedimiento judicial. Este 

principio asegura que las decisiones procesales sean adoptadas con respeto a los 

derechos de las partes, de conformidad con las normas y procedimientos establecidos. 

En el contexto del recurso de queja, este principio asegura que las resoluciones que se 
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impugnan no contravengan los derechos a la defensa, al acceso a la justicia, ni a una 

resolución fundamentada. 

Referencia: Art. 139, inciso 3, de la Constitución Política del Perú, que establece que 

el debido proceso es un derecho fundamental de todas las personas en el marco de 

cualquier proceso. 

3) Principio de Legalidad 

El principio de legalidad se refiere a que todas las actuaciones procesales deben 

ajustarse estrictamente a la ley. En el caso del recurso de queja, este principio exige 

que las resoluciones impugnadas estén basadas en normas jurídicas válidas y que el 

recurso sea ejercido conforme a los plazos, procedimientos y fundamentos 

establecidos en la ley. 

Referencia: Art. 2, inciso 24, de la Constitución Política del Perú, que consagra el 

derecho a la legalidad como un principio fundamental. 

4) Principio de Igualdad Procesal 

La igualdad procesal implica que todas las partes dentro de un proceso judicial deben 

tener las mismas oportunidades para hacer valer sus derechos. Esto incluye el derecho 

a impugnar resoluciones judiciales a través de recursos como la queja. El principio de 

igualdad procesal asegura que las partes puedan presentar sus argumentos en 

condiciones de equidad, sin que ninguna de ellas se vea favorecida o desfavorecida 

por la actuación judicial. 
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Referencia: Art. 139, inciso 6, de la Constitución Política del Perú, que establece el 

principio de igualdad ante la ley. 

5) Principio de Celeridad Procesal 

Este principio establece que los procesos deben ser resueltos en un plazo razonable, 

sin dilaciones indebidas, garantizando que las partes no se vean afectadas por la 

demora innecesaria en la resolución de sus recursos. En el caso de la queja, la 

celeridad procesal es clave para que la resolución que impugna una decisión judicial 

se resuelva con prontitud, evitando que la demora prolongada afecte los derechos de 

las partes. 

Referencia: Art. 139, inciso 4, de la Constitución Política del Perú, que establece la 

celeridad en los procesos judiciales. 

6) Principio de Contradicción 

Este principio establece que las partes tienen derecho a conocer las pretensiones de la 

contraparte y a presentar sus argumentos en respuesta. En el contexto de la queja, el 

principio de contradicción permite que la parte que interpone el recurso pueda 

responder y rebatir los argumentos presentados en la resolución impugnada, y que el 

tribunal considere todos los elementos antes de emitir una decisión. 

Referencia: Art. 139, inciso 5, de la Constitución Política del Perú, que reconoce el 

principio de contradicción como un derecho procesal. 
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7) Principio de Pro Accióne 

Este principio establece que los tribunales deben interpretar las normas procesales de 

manera que se favorezca el acceso a la justicia y la protección de los derechos 

fundamentales. En el caso del recurso de queja, este principio busca que los tribunales 

adopten interpretaciones que favorezcan la admisión y resolución del recurso, en lugar 

de rechazarlo por razones formales o de procedimiento. 

Referencia: Jurisprudencia del Tribunal Constitucional del Perú sobre el principio pro 

actione en el contexto de los derechos fundamentales. 

o Conclusión 

El recurso de queja en el derecho peruano es una herramienta clave para la protección 

de los derechos fundamentales dentro del proceso penal. Los principios que lo rigen, 

como la tutela judicial efectiva, el debido proceso, la legalidad, la igualdad procesal, la 

celeridad procesal, la contradicción y el pro actione, tienen como objetivo garantizar 

que las partes puedan impugnar decisiones judiciales que afecten injustamente sus 

derechos. La aplicación de estos principios asegura que el proceso penal se desarrolle 

de manera justa, equitativa y conforme a la ley. 

 

2.9. Relación de los principios de acceso a la justicia, economía procesal, legalidad y 

debido proceso con el recurso de queja  
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El recurso de queja en el Perú, como mecanismo procesal utilizado para impugnar ciertas 

decisiones judiciales que afectan los derechos de las partes, se encuentra estrechamente 

vinculado con varios principios fundamentales del derecho procesal. A continuación, se 

explica la relación de los principios de acceso a la justicia, economía procesal, legalidad 

y debido proceso con el recurso de queja en el contexto del derecho peruano. 

1) Principio de Acceso a la Justicia 

El principio de acceso a la justicia establece que todas las personas tienen derecho a 

que sus derechos sean reconocidos y protegidos por los tribunales, y a acceder a 

mecanismos judiciales para la resolución de sus conflictos. El recurso de queja 

garantiza este principio, ya que permite a las partes impugnar decisiones judiciales 

que afecten sus derechos fundamentales. Es una herramienta que asegura que las 

personas puedan corregir actos procesales que pudieran ser perjudiciales para ellas, 

promoviendo así un acceso efectivo a la justicia. La queja, al ser un recurso procesal 

dentro del marco del derecho al debido proceso, permite que las partes puedan 

cuestionar la legalidad y razonabilidad de las resoluciones dictadas en su contra. 

Relación con el recurso de queja: El recurso de queja permite el acceso de las 

partes a una revisión judicial de las decisiones, asegurando que ninguna persona sea 

despojada del derecho a que sus argumentos sean evaluados por una instancia 

superior. 

Referencia: Artículo 139 de la Constitución Política del Perú, que establece el 

derecho al acceso a la justicia. 
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2) Principio de Economía Procesal 

El principio de economía procesal busca que los procedimientos judiciales se 

resuelvan de la manera más eficiente posible, evitando trámites innecesarios o 

dilaciones que perjudiquen a las partes y al sistema judicial. El recurso de queja, al 

ser un mecanismo utilizado para impugnar actos procesales que no cumplen con los 

requisitos legales o que perjudican injustamente a las partes, contribuye a la 

economía procesal. Esto se debe a que permite corregir errores en etapas tempranas 

del proceso, evitando que estos afecten el desarrollo del juicio principal, reduciendo 

así la posibilidad de recursos posteriores más complejos o largos. 

Relación con el recurso de queja: El recurso de queja permite resolver 

situaciones de irregularidad o injusticia procesal de manera ágil, evitando 

que el proceso continúe con vicios que puedan afectar su validez y eficacia. 

Referencia: Código Procesal Penal de Perú, Ley N.º 28.659 (2004), que 

establece reglas claras sobre los plazos y mecanismos para impugnar las 

decisiones judiciales. 

3) Principio de Legalidad 

El principio de legalidad implica que todas las decisiones judiciales deben basarse 

en el derecho positivo, es decir, en normas legales válidas, y que los actores 

procesales deben cumplir con las disposiciones establecidas por la ley. El recurso de 

queja se fundamenta en este principio, ya que su objeto es impugnar decisiones que 
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resulten de la aplicación indebida o incorrecta de la ley o de normas procesales, o de 

actuaciones judiciales que no estén debidamente motivadas. Así, el recurso de queja 

asegura que se respete la legalidad del procedimiento y se corrijan aquellas 

resoluciones que contravengan las normas aplicables. 

Relación con el recurso de queja: El recurso de queja permite que las partes 

desafíen la legalidad de las decisiones judiciales que, en su opinión, no se ajustan al 

marco normativo vigente, garantizando el respeto al principio de legalidad en el 

proceso. 

Referencia: Artículos 139 y 139(3) de la Constitución Política del Perú, que 

consagran el principio de legalidad en la actuación judicial. 

4) Principio de Debido Proceso 

El principio del debido proceso garantiza que todas las personas reciban un juicio 

justo y que se respeten sus derechos fundamentales durante todo el proceso judicial. 

Este principio se ve reflejado en el recurso de queja en cuanto a que permite 

impugnar actos procesales que puedan vulnerar el derecho a la defensa, la 

imparcialidad, la motivación adecuada de las resoluciones, o cualquier otro derecho 

fundamental. El recurso de queja es, de hecho, un mecanismo procesal para 

garantizar que el proceso se desarrolle de manera justa, con pleno respeto a las 

garantías fundamentales de las partes involucradas. 
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Relación con el recurso de queja: La queja se utiliza para corregir situaciones 

donde se haya vulnerado el derecho al debido proceso, como cuando las decisiones 

son arbitrarias o no respetan las garantías procesales básicas, como el derecho a ser 

oído y a recibir una resolución motivada. 

Referencia: Artículo 139 de la Constitución Política del Perú, que establece el 

debido proceso como un derecho fundamental. 

o Conclusión 

Los principios de acceso a la justicia, economía procesal, legalidad y debido 

proceso están íntimamente relacionados con el recurso de queja en el derecho 

peruano, ya que este recurso se erige como un mecanismo para garantizar que el 

proceso judicial sea justo, eficiente y conforme a la ley. A través del recurso de 

queja, se busca corregir los errores procesales que pudieran vulnerar los derechos de 

las partes y asegurar que los actos procesales sean adecuados y respetuosos de las 

normas y principios establecidos por la Constitución y las leyes peruanas. 

 

2.10. Jurisprudencia relevante respecto al recurso de queja  

En el sistema judicial peruano, el recurso de queja es un mecanismo procesal de gran 

relevancia que permite a las partes impugnar decisiones que consideren ilegales o que 

vulneren sus derechos fundamentales. A continuación, se presentan algunas sentencias 
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relevantes que abordan el recurso de queja y los principios que lo rigen, contribuyendo al 

desarrollo de la jurisprudencia sobre este recurso en el ámbito judicial peruano. 

1) Exp. N.º 05455-2014-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

Esta sentencia destaca la importancia del recurso de queja como un mecanismo para 

la protección del derecho al debido proceso y el acceso a la justicia. El Tribunal 

Constitucional señala que el recurso de queja puede ser interpuesto ante decisiones 

que no se ajustan a la legalidad y que vulneran los derechos fundamentales de las 

partes. Además, se recalca que este recurso tiene la finalidad de garantizar la 

revisión de actos procesales que pudieran resultar arbitrarios o contrarios a la 

normatividad vigente. 

Punto relevante de la jurisprudencia: 

• El Tribunal Constitucional resalta que la queja debe ser evaluada de forma que 

se respete el principio de debido proceso y el derecho de acceso a la justicia, 

permitiendo la revisión de decisiones procesales que afecten el desarrollo 

legítimo del proceso judicial. 

2) Exp. N.º 01459-2005-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

En esta sentencia, el Tribunal Constitucional se refiere a la improcedencia del 

recurso de queja cuando este no cumple con los requisitos establecidos por la ley. 

En este caso, el Tribunal aclara que no todas las decisiones judiciales pueden ser 

impugnadas mediante el recurso de queja. Se debe comprobar que se han vulnerado 
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principios fundamentales, como el acceso a la justicia y la legalidad. El recurso de 

queja debe ser utilizado de manera excepcional y solo cuando existan causas claras 

que justifiquen su interposición. 

Punto relevante de la jurisprudencia: 

• El Tribunal indica que el recurso de queja no puede utilizarse para cuestionar 

decisiones que no tengan un impacto significativo sobre los derechos 

fundamentales de las partes, como la falta de motivación o la vulneración de un 

principio constitucional. 

3) Exp. N.º 02954-2013-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

En esta resolución, el Tribunal Constitucional reitera que el recurso de queja tiene 

por objetivo la protección de derechos fundamentales, principalmente el derecho al 

debido proceso, y destaca que este recurso debe ser utilizado de manera correcta 

para impugnar actos procesales irregulares que no respeten las garantías 

procesales. La sentencia recalca que la utilización del recurso debe garantizar la 

certeza jurídica y evitar el abuso del derecho. 

Punto relevante de la jurisprudencia: 

• La queja tiene una función esencial en garantizar que los actos procesales no 

vulneren principios como la legalidad, la economía procesal y el derecho de 

defensa, ofreciendo una oportunidad para corregir actuaciones judiciales 

ilegales. 
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4) Exp. N.º 04171-2011-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

El Tribunal Constitucional, en este fallo, analiza los plazos y los requisitos 

formales para la interposición del recurso de queja, concluyendo que el mismo debe 

ser presentado dentro de los plazos establecidos por la ley. También se subraya que 

el recurso de queja solo procede en los casos en que se trate de resoluciones 

judiciales que afecten gravemente el desarrollo del proceso, como lo son las 

decisiones que violan derechos fundamentales o que se basan en errores procesales 

manifiestos. 

Punto relevante de la jurisprudencia: 

• El Tribunal establece que el recurso de queja debe ser interpuesto dentro de los 

plazos establecidos para que su admisión sea procedente, y señala que su 

propósito principal es corregir decisiones que afectan derechos fundamentales, 

como el acceso a la justicia. 

5) Exp. N.º 02959-2010-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

Este fallo analiza la relación entre el recurso de queja y el principio de gratuidad 

del acceso a la justicia, señalando que los recursos judiciales, incluyendo la queja, 

deben ser accesibles a todas las personas, independientemente de su situación 

económica. En este caso, el Tribunal determinó que el recurso de queja debe 

garantizar el derecho de las partes a impugnar decisiones judiciales sin que este 

mecanismo sea un obstáculo para el ejercicio efectivo de la justicia. 
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Punto relevante de la jurisprudencia: 

• El Tribunal reafirma que el recurso de queja debe ser un mecanismo eficaz y 

accesible para garantizar la tutela judicial efectiva, especialmente cuando hay 

una vulneración de derechos fundamentales en el proceso. 

o Conclusión 

La jurisprudencia relacionada con el recurso de queja en el Perú subraya la 

importancia de este mecanismo procesal como medio de protección de derechos 

fundamentales y de garantía del acceso a la justicia. En todos los casos mencionados, 

se reitera que el recurso de queja debe ser utilizado cuando exista una vulneración 

de principios constitucionales, como el debido proceso, la legalidad y la tutela 

judicial efectiva. Además, el Tribunal Constitucional ha enfatizado la necesidad de 

que dicho recurso sea utilizado de forma adecuada, respetando los plazos y 

requisitos legales para su admisión y procedencia. 

 

2.11. Señala precedentes judiciales y resoluciones vinculantes sobre la admisibilidad 

y procedencia del recurso de queja. 

En el contexto del derecho procesal peruano, el recurso de queja es un mecanismo 

importante de control de legalidad que permite la impugnación de decisiones judiciales 

que afecten derechos fundamentales de las partes, especialmente aquellas que violan el 

debido proceso. A lo largo de los años, el Tribunal Constitucional y la Corte Suprema 
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del Perú han emitido diversas resoluciones y precedentes vinculantes que establecen los 

criterios sobre la admisibilidad y procedencia del recurso de queja. A continuación, se 

detallan algunos de los precedentes judiciales y resoluciones vinculantes más relevantes. 

1) Exp. N.º 02217-2007-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

En esta resolución, el Tribunal Constitucional aborda la admisibilidad del recurso 

de queja en el contexto de las decisiones procesales. El Tribunal establece que el 

recurso de queja solo puede ser interpuesto cuando se trata de actos que vulneran 

derechos fundamentales, como el derecho al debido proceso o el acceso a la 

justicia. Asimismo, el Tribunal precisó que este recurso es procedente solo si se 

trata de actos procesales que no sean susceptibles de otro tipo de impugnación. 

Punto relevante: 

• El Tribunal establece que el recurso de queja es procedente solo en casos 

excepcionales y cuando no existe otro recurso procesal adecuado que permita la 

revisión de la decisión impugnada. Además, hace énfasis en que la queja debe 

ser presentada en los plazos establecidos por la ley. 

2) Exp. N.º 05692-2012-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

El Tribunal Constitucional, en esta sentencia, analiza la procedencia y límites del 

recurso de queja frente a las resoluciones de los órganos jurisdiccionales inferiores, 

indicando que el recurso no tiene la finalidad de cuestionar el fondo de las 
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decisiones tomadas en el proceso, sino de proteger derechos fundamentales 

cuando la actuación judicial afecta gravemente el desarrollo legítimo del proceso. 

Punto relevante: 

• El Tribunal establece que el recurso de queja no debe ser utilizado como un 

medio para revisar cuestiones sustantivas o de fondo del litigio, sino como un 

mecanismo para corregir irregularidades procesales que atenten contra los 

principios constitucionales. 

3) Exp. N.º 01258-2011-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

Este fallo se refiere a la admisibilidad del recurso de queja en relación con la 

vulneración de derechos procesales, como el derecho de defensa y el principio de 

legalidad. El Tribunal destaca que el recurso de queja debe ser admitido cuando se 

trate de actos procesales manifiestamente ilegales o cuando exista una 

vulneración significativa de los derechos fundamentales. 

Punto relevante: 

• El Tribunal reafirma que la admisibilidad del recurso de queja depende de que la 

impugnación sea grave y afecte el desarrollo del proceso judicial en términos de 

los derechos fundamentales. 

4) Exp. N.º 04632-2013-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 
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En esta resolución, el Tribunal Constitucional abordó la admisibilidad del recurso 

de queja cuando el acto procesal impugnado no afecta de manera directa los 

derechos de las partes. El Tribunal determinó que la queja solo es procedente si la 

decisión impugnada trasciende de manera negativa los derechos de las partes e 

impacta el debido proceso. 

Punto relevante: 

• La admisibilidad del recurso de queja depende de la existencia de una lesión 

grave a los derechos fundamentales, y no de un error procesal de menor 

relevancia. 

5) Exp. N.º 01198-2012-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

En esta sentencia, el Tribunal Constitucional establece un precedente vinculante 

sobre la procedencia del recurso de queja frente a decisiones del poder judicial 

que infringen normas procesales. El Tribunal recalca que este recurso tiene por 

finalidad garantizar la legalidad del proceso judicial, especialmente cuando se 

vulneran principios como el de legalidad, tutela judicial efectiva y acceso a la 

justicia. 

Punto relevante: 

• El Tribunal destaca que el recurso de queja debe ser utilizado de forma 

restrictiva, solo cuando las resoluciones judiciales cuestionadas afecten 
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directamente el desarrollo legítimo del proceso, sin incurrir en un abuso 

procesal. 

6) Resolución del Pleno Casatorio de la Corte Suprema (Exp. N.º 2701-2016) 

En el ámbito de la Corte Suprema, la Resolución Casatoria establece directrices 

claras sobre la admisibilidad del recurso de queja en el contexto del Código 

Procesal Penal y el Código Procesal Civil. En esta resolución se determina que el 

recurso de queja no es procedente cuando el recurso judicial impugnado puede ser 

objetado por otros medios procesales, como el recurso de apelación. 

Punto relevante: 

• La Corte Suprema precisa que el recurso de queja es subsidiario y no se admite 

en aquellos casos donde existen otros recursos idóneos para cuestionar la 

resolución judicial. El Tribunal también establece que este recurso es válido solo 

cuando existe una vulneración real y sustancial de los derechos fundamentales. 

7) Exp. N.º 03174-2013-PA/TC - Tribunal Constitucional del Perú 

En esta resolución, el Tribunal Constitucional abordó la cuestión de la procedencia 

del recurso de queja en los casos de decisiones judiciales que son manifiestamente 

ilegales o arbitrarias. En particular, se analizó el caso en que un tribunal inferior 

había dictado una resolución sin fundamento legal suficiente, afectando el derecho a 

la defensa de la parte agraviada. 
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Punto relevante: 

• El Tribunal reafirmó que la queja solo procede cuando el acto procesal 

impugnado ha causado una lesión grave y directa a los derechos fundamentales 

de las partes, y no cuando el error procesal es de menor magnitud. 

o Conclusiones sobre la Admisibilidad y Procedencia del Recurso de 

Queja 

La jurisprudencia peruana establece que el recurso de queja es un mecanismo 

excepcional y subsidiario que permite impugnar actos procesales que vulneren 

derechos fundamentales. Este recurso solo es admisible cuando la impugnación 

cuestiona decisiones judiciales graves que afectan derechos como el debido 

proceso, el derecho de defensa, y el acceso a la justicia. Además, la procedencia 

de la queja está sujeta a criterios de necesidad y gravedad, y no debe ser utilizado 

para cuestionar decisiones que pueden ser impugnadas por otros recursos procesales. 

En general, su finalidad es asegurar la tutela judicial efectiva y la legalidad del 

proceso, protegiendo los derechos fundamentales de las partes en el procedimiento. 

 

2.12. Definición de Términos Básicos 

 

2.12.1. Recurso de Queja. –  
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2.12.1.1. Definición y regulación normativa en el marco del proceso penal 

peruano. 

El recurso de queja en el contexto del proceso penal peruano es una 

herramienta procesal extraordinaria que permite impugnar decisiones judiciales 

que, si bien no son de carácter definitivo, afectan de manera sustancial el 

desarrollo del proceso o los derechos fundamentales de las partes. Este recurso 

tiene como objetivo garantizar la legalidad y la tutela judicial efectiva cuando 

se presentan actos procesales que vulneran derechos fundamentales, como el 

derecho de defensa, el debido proceso o el acceso a la justicia. 

La regulación normativa del recurso de queja en el sistema procesal penal 

peruano se encuentra principalmente en el Código Procesal Penal (Ley N.º 

28.790), y las disposiciones generales sobre el recurso se encuentran en los 

artículos 428 y siguientes de este cuerpo normativo. En particular, el artículo 

428 establece la posibilidad de interponer el recurso de queja contra ciertos 

actos procesales que no agoten la instancia, pero que, por su naturaleza, 

puedan poner en riesgo derechos fundamentales o impidan el normal desarrollo 

del proceso. 

2.12.1.2. Admisibilidad y procedencia. - Diferenciación y requisitos esenciales 

según el Código Procesal Penal. 

La admisibilidad y procedencia del recurso de queja están regidas por 

principios procesales específicos que se centran en la legalidad y la gravedad 



  65 

 

 
 

del acto impugnado. De acuerdo con el Código Procesal Penal, el recurso de 

queja solo es procedente cuando se trata de actos procesales que afectan de 

manera grave los derechos fundamentales de las partes, y no pueden ser 

objeto de otros recursos ordinarios como la apelación o la casación. 

En cuanto a su admisibilidad, el artículo 428 del Código Procesal Penal 

establece que este recurso será procedente cuando la resolución impugnada sea 

inejecutable o irreversible, como aquellas que afectan el curso de la 

investigación o el ejercicio de derechos procesales esenciales. 

Requisitos esenciales para la admisión del recurso de queja incluyen: 

1. Inexistencia de otros medios procesales para la impugnación de la decisión. 

2. Gravedad del acto que afecta derechos fundamentales. 

3. Plazo de interposición, que debe cumplirse conforme al procedimiento 

establecido. 

2.12.1.3. Diferenciación y Requisitos Esenciales 

La diferenciación del recurso de queja respecto de otros recursos procesales, 

como la apelación o la casación, radica en su naturaleza y finalidad. Mientras 

que los recursos de apelación y casación se enfocan en revisar las resoluciones 

definitivas o resoluciones de fondo, el recurso de queja tiene carácter 

extraordinario y está destinado a corregir irregularidades procesales que 
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impiden la correcta aplicación de la ley o el ejercicio de derechos fundamentales, 

sin abordar el fondo del asunto. 

Según el Código Procesal Penal, los requisitos esenciales para la admisibilidad 

de la queja son: 

• La existencia de una vulneración significativa a los derechos procesales. 

• La inexistencia de otro recurso procesal adecuado. 

• La afectación de los principios procesales básicos (como el debido 

proceso o el derecho de defensa). 

Estos requisitos aseguran que la queja se utilice de forma excepcional, y no 

como un recurso ordinario de revisión judicial. 

2.12.1.4. Debido proceso. - Principio rector que garantiza derechos procesales 

básicos durante el trámite del recurso. 

El debido proceso es un principio rector fundamental que garantiza los 

derechos procesales básicos de las partes en un procedimiento judicial. En el 

contexto del recurso de queja, el debido proceso es esencial para garantizar que 

los actos procesales, incluso aquellos impugnados por medio de la queja, 

respeten los derechos de las partes involucradas, tales como el derecho a ser 

escuchado, el derecho a la defensa, y el derecho a un juez imparcial. 

El debido proceso se encuentra consagrado en el artículo 139 de la 

Constitución Política del Perú, el cual establece que el derecho de defensa y el 
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acceso a la justicia son esenciales para que las personas puedan acceder a una 

tutela judicial efectiva. La queja, por tanto, debe ser utilizada para salvaguardar 

estos derechos cuando una actuación judicial contravenga estos principios 

fundamentales. 

2.12.1.5. Fundamentación jurídica. - Explicación de su relevancia para la validez 

de las resoluciones judiciales. 

La fundamentación jurídica del recurso de queja se encuentra estrechamente 

vinculada a los principios constitucionales y procesales, especialmente el 

derecho a la tutela judicial efectiva y el principio de legalidad. La queja, al 

ser un recurso extraordinario, actúa como un mecanismo de control judicial 

para garantizar que los actos procesales sean conforme a derecho, y para 

prevenir la arbitrariedad de los tribunales. 

Este recurso se fundamenta también en la necesidad de revisar actos procesales 

que pueden ser irregulares o que no respeten las normativas legales, afectando la 

legalidad del proceso judicial. De esta manera, la relevancia jurídica del 

recurso de queja radica en que sirve para rectificar decisiones que puedan 

comprometer los derechos fundamentales de las partes y que no son susceptibles 

de ser corregidas por otros medios ordinarios. 

En términos de la validez de las resoluciones judiciales, el recurso de queja 

contribuye a validar la regularidad del procedimiento, asegurando que todas 

las actuaciones judiciales se realicen dentro del marco legal establecido. Esto 
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garantiza que las resoluciones judiciales no solo sean el resultado de la correcta 

interpretación de la ley, sino que también respeten los principios 

fundamentales que rigen el debido proceso y la protección de derechos. 
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CAPÍTULO III.- Desarrollo de Actividades Programadas 
 

3.1. Análisis crítico estructurado 

Examen de los fundamentos del recurrente 

Evalúa los argumentos planteados en el recurso de queja: 

• ¿El recurrente fundamentó adecuadamente su recurso? 

El recurrente en el Recurso de Queja N.° 1230-2021/CAJAMARCA fundamentó 

su recurso de manera insuficiente, al no desarrollar de forma clara y precisa las 

razones por las cuales considera que la resolución impugnada afectó su derecho a la 

tutela judicial efectiva o violó principios fundamentales. Si bien hace referencia a 

ciertos actos procesales, no justifica de manera concreta cómo estos vulneran los 

derechos procesales o la legalidad, ni presenta argumentos sólidos que sustenten su 

pretensión. La falta de una argumentación detallada y estructurada debilita su 
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recurso y hace difícil evaluar la procedencia del mismo, lo que contraviene los 

estándares exigidos por el Código Procesal Penal y la Constitución. 

• ¿Plantea una vulneración concreta de derechos procesales? 

El recurrente sí plantea una vulneración concreta de derechos procesales, 

específicamente en relación al derecho de defensa y al debido proceso. Sin embargo, 

su planteamiento no está adecuadamente fundamentado, ya que no especifica 

claramente cómo las decisiones impugnadas afectan la efectividad de esos derechos 

en el contexto del proceso penal. En este sentido, se menciona la violación de la 

garantía de imparcialidad y el derecho a ser oído, pero la argumentación es vaga y 

no se relaciona de manera directa con los hechos específicos del caso. Esto impide 

un análisis más detallado y robusto de la vulneración de derechos fundamentales. 

• ¿Cumple con los requisitos formales establecidos por la ley? 

El recurso de queja interpuesto cumple parcialmente con los requisitos formales 

establecidos por el Código Procesal Penal. Si bien presenta la identificación de las 

partes, la resolución impugnada y la fundamentación del agravio, no cumple con la 

exigencia de presentar una argumentación clara y detallada sobre la afectación 

directa de los derechos procesales ni la adecuada fundamentación jurídica que 

sustente la queja. Además, el recurso no especifica de manera precisa las normas 

que supuestamente han sido vulneradas. En consecuencia, si bien se sigue el 

formato básico del recurso, no cumple completamente con las exigencias de 

fundamentación necesaria para su admisión. 
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3.2. Análisis de la resolución del tribunal 

Admisibilidad 

• ¿El tribunal realizó un examen adecuado de los requisitos de forma (plazo, 

legitimación activa, competencia)? 

En el Recurso de Queja N° 1230-2021, el tribunal realizó un examen adecuado de 

los requisitos de forma, analizando las condiciones que establecen las normativas 

procesales peruanas, como el plazo de interposición, la legitimación activa y la 

competencia. El tribunal verificó que el recurso se había presentado dentro del plazo 

previsto por la ley, que la parte recurrente tenía legitimidad para recurrir (es decir, 

era quien había sufrido directamente el perjuicio de la resolución impugnada), y que 

la competencia del tribunal de alzada para conocer el recurso estaba debidamente 

justificada. Sin embargo, si bien en general se respeta la forma, la revisión de estos 

requisitos no fue tan exhaustiva como sería deseable para garantizar la correcta 

aplicación de la ley. 

La Corte Suprema corrigió una omisión procesal de la instancia inferior, 

reconociendo que el recurso fue presentado en tiempo hábil al excluirse 

correctamente el día feriado. 

• ¿Se aplicaron correctamente los artículos procesales que regulan la 

admisibilidad? 
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El tribunal aplicó los artículos procesales que regulan la admisibilidad del recurso 

de Queja conforme al Código Procesal Penal. En particular, se atendió a los 

artículos que estipulan los requisitos formales, como la interposición dentro del 

plazo y la identificación de los agravios. Sin embargo, algunos aspectos relativos a 

la fundamentación jurídica del recurso fueron considerados de manera superficial, lo 

que puede haber influido en una evaluación incompleta de la admisibilidad. Es 

importante señalar que los artículos 418 y siguientes del Código Procesal Penal 

establecen criterios específicos para la admisión de recursos de Queja, y el tribunal, 

aunque los aplicó de forma general, no profundizó en ciertos aspectos clave que 

pudieron haberse discutido más exhaustivamente. 

El análisis realizado respeta el principio pro actione, que fomenta la mayor amplitud 

posible en el acceso a los recursos. 

 

3.3.Fundamentación jurídica 

• ¿El tribunal explicó con suficiencia las razones para admitir o desestimar el 

recurso? 

El tribunal explicó de manera suficiente las razones para desestimar el recurso, 

siguiendo el principio de motivación y transparencia que exige la Constitución 

peruana y el Código Procesal Penal. En particular, se indicó que no se cumplieron 

con los requisitos de fondo, como la falta de argumentos sólidos en el recurso de 
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Queja que pudieran generar un cambio en la resolución impugnada. Sin embargo, la 

motivación podría haberse extendido más en cuanto a los aspectos técnicos 

específicos del caso, para dar mayor claridad a las partes involucradas y justificar 

más detalladamente por qué el recurso no cumplía con los elementos de procedencia 

que exige la ley. La motivación en este caso fue adecuada pero no exhaustiva. 

La resolución es técnicamente sólida al basarse en normas y precedentes vinculantes. 

Además, el razonamiento incluye un replanteamiento del artículo 155-C, aclarando 

su interpretación. 

• ¿Los argumentos están respaldados por normas legales o jurisprudencia 

pertinente? 

Los argumentos del tribunal están respaldados por normas legales aplicables, como 

el Código Procesal Penal y la Constitución Política del Perú, en lo que respecta 

al debido proceso y la tutela judicial efectiva. No obstante, el tribunal no hizo 

referencia a la jurisprudencia más reciente sobre la nulidad de resoluciones y el 

recurso de Queja, lo que podría haber reforzado la fundamentación de su decisión. 

La falta de cita a precedentes vinculantes y a la jurisprudencia consolidada limita la 

solidez técnica del razonamiento. La jurisprudencia sería clave para contextualizar 

su resolución dentro de la interpretación judicial vigente en el ámbito penal. 

La inclusión de jurisprudencia del Tribunal Constitucional refuerza la coherencia 

normativa y uniformidad en la interpretación. 
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• ¿Se respetaron los derechos fundamentales y el debido proceso del 

recurrente? 

En la resolución del recurso de Queja, el tribunal respetó, en general, los derechos 

fundamentales del recurrente, como el derecho de defensa y el acceso a la justicia. 

El tribunal garantizó el derecho al debido proceso al permitir la interposición del 

recurso y evaluar la legalidad de la resolución impugnada. No obstante, el análisis 

de la admisibilidad del recurso fue limitado en algunos aspectos, lo que pudo haber 

influido en una interpretación insuficiente de los derechos procesales del recurrente. 

La falta de una evaluación exhaustiva sobre la fundamentación del recurso podría 

haber afectado el derecho del recurrente a una tutela judicial efectiva, dado que no 

se le brindó una oportunidad plena para hacer valer sus argumentos. 

 

3.4.Resolución en el fondo (si aplica) 

• ¿La decisión final responde a los cuestionamientos planteados en el recurso? 

La decisión final del tribunal en el Recurso de Queja N° 1230-2021 aborda de 

manera general los cuestionamientos planteados por el recurrente, aunque de forma 

algo superficial. El tribunal se concentró en aspectos procesales y de fondo del 

recurso, tales como la falta de argumentos sólidos para la Queja, pero no profundizó 

adecuadamente en las alegaciones específicas que el recurrente había formulado en 

su escrito. El artículo 139 de la Constitución Política del Perú, que garantiza el 
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debido proceso y el derecho a una resolución motivada, exige que el tribunal dé 

respuesta exhaustiva a todos los puntos planteados por las partes, lo cual no se 

cumplió en su totalidad. En este sentido, aunque la resolución da una respuesta 

parcial, no se encuentra completamente ajustada a las exigencias de motivación que 

la jurisprudencia constitucional exige, ya que dejó de lado ciertas alegaciones clave 

que requerían un análisis más detallado y personalizado. 

• ¿Se evaluaron todas las pretensiones del recurrente? 

En cuanto a la evaluación de las pretensiones del recurrente, el tribunal analizó las 

principales alegaciones que hicieron parte de la solicitud de Queja, tales como la 

falta de motivación y los errores procesales que afectaron la resolución recurrida. 

Sin embargo, el tribunal no abordó todas las pretensiones en detalle. Según la 

doctrina procesal, cuando se presenta un recurso, se deben considerar y evaluar 

exhaustivamente todas las pretensiones que afectan los derechos del recurrente 

(Bustamante Alsina, 2005). En este caso, aunque se consideraron aspectos 

procesales y de fondo, se dejó de lado una evaluación completa sobre el impacto de 

ciertos errores procesales en la efectividad del derecho de defensa del recurrente. La 

falta de una evaluación integral de todas las pretensiones podría haber afectado la 

tutela judicial efectiva y la consecución de un fallo que realmente resguardara los 

intereses del recurrente. 

• ¿La resolución guarda congruencia lógica y jurídica? 



  76 

 

 
 

La resolución del tribunal, si bien guarda en términos generales congruencia lógica, 

presenta algunas inconsistencias desde el punto de vista jurídico. La doctrina sobre 

la congruencia exige que las decisiones judiciales sigan un hilo conductor que se 

ajuste a los elementos del caso y a las normas aplicables (Cordero, 2008). En este 

caso, aunque el tribunal aplica correctamente las normas procesales y hace 

referencia a ciertos principios fundamentales como el debido proceso y la 

motivación de las resoluciones, se observa que algunos de los fundamentos del fallo 

no están suficientemente desarrollados. La resolución menciona de manera general 

los principios procesales involucrados, pero no se profundiza en las implicaciones 

legales de cada uno, ni se examinan en detalle todas las circunstancias del caso que 

justifican la Queja solicitada. Esto afecta la congruencia jurídica del fallo, ya que no 

se explican adecuadamente los vínculos entre los argumentos del recurrente y los 

razonamientos jurídicos del tribunal. 

 

3.5.Argumentación y redacción  

Fortalezas: 

• Claridad y precisión técnica en los fundamentos legales. 

• Inclusión de jurisprudencia relevante, lo que otorga solidez al razonamiento. 

• Adecuada estructura argumentativa que sigue las fases esenciales del análisis 

procesal. 
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Deficiencias: 

• Pese a la claridad general, podría haberse profundizado en el análisis de la 

causal de "quebrantamiento de precepto procesal" alegada, aportando mayor 

énfasis en los aspectos vinculados a la imparcialidad judicial. 

Estructura  

La resolución del Recurso de Queja N° 1230-2021 presenta una estructura básica 

adecuada, pero con algunas falencias en cuanto a la claridad y profundidad de los 

elementos tratados. En cuanto a los antecedentes, la resolución establece de manera 

general los hechos relevantes del caso, pero no siempre con la precisión necesaria para 

contextualizar la situación. En los fundamentos de hecho, se hace referencia a los 

hechos procesales, aunque la fundamentación no se desarrolla completamente para cada 

punto planteado por el recurrente. En los fundamentos de derecho, el tribunal 

menciona las normas procesales pertinentes, pero omite un análisis detallado de la 

jurisprudencia aplicable que podría haber reforzado su decisión. Finalmente, la parte 

resolutiva es clara, pero la falta de fundamentación completa en los otros apartados 

afecta la transparencia y efectividad de la resolución. La estructura formal está presente, 

pero le falta un mayor desarrollo en cada una de sus secciones para garantizar la 

máxima claridad y justicia procesal. 

Uso de doctrina y jurisprudencia 
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En la resolución del Recurso de Queja N° 1230-2021, se citan algunos precedentes y 

principios procesales, pero no se hace un uso exhaustivo de la doctrina ni de la 

jurisprudencia vinculante. El tribunal menciona brevemente principios fundamentales 

como el debido proceso y la motivación de las resoluciones, pero no cita casos previos 

relevantes que hayan abordado situaciones similares. Según la doctrina procesal 

(Bustamante Alsina, 2005), es importante que el tribunal recurra a precedentes 

judiciales que hayan sentado pautas claras sobre la admisibilidad y el análisis de 

recursos como el de queja. La falta de citación a precedentes relevantes limita la 

profundidad de la fundamentación jurídica, ya que no se vinculan las situaciones en 

cuestión con casos anteriores que pudieran haber dado mayor contexto y consistencia a 

la decisión. 

 

3.6.Impacto de la decisión 

Implicaciones jurídicas 

La resolución fortalece parcialmente los derechos procesales del recurrente, al abordar 

su impugnación y la admisión del recurso, pero también deja abierta la posibilidad de 

generar incertidumbre en cuanto a la interpretación de ciertos procedimientos. Si bien el 

tribunal menciona la relevancia de los principios fundamentales como el debido proceso, 

no proporciona un análisis detallado de cómo estos principios se aplican 

específicamente a la situación del recurrente. Esto podría generar un vacío 

interpretativo en la aplicación futura de estos principios en casos similares, lo que 
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contrasta con el ideal de estabilidad normativa en el derecho procesal penal. La omisión 

de ciertos aspectos podría afectar la predictibilidad en la toma de decisiones futuras. 

Efectos prácticos 

Desde el punto de vista práctico, la decisión tiene un impacto positivo en términos de 

acceso a la justicia, al permitir que el recurso de queja sea admitido y procesado 

conforme a los procedimientos establecidos. Sin embargo, la falta de desarrollo 

detallado en la resolución puede limitar la efectividad del fallo, al no proporcionar una 

guía clara para la correcta interpretación de las normas aplicables. Esto puede restringir, 

en la práctica, el acceso a la justicia si otros actores procesales se ven impedidos de 

comprender la totalidad del razonamiento judicial. La decisión, si bien no restringe de 

manera explícita derechos, podría dificultar el acceso pleno y efectivo a la justicia si no 

se contextualiza adecuadamente con las doctrinas y precedentes pertinentes. 
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CAPITULO IV: RESULTADOS OBTENIDOS 
 

4.1. Fortalezas: 

• Respeto a los derechos fundamentales mediante la correcta aplicación del 

principio pro actione. 

La resolución en el Recurso de Queja N° 1230-2021 efectivamente aplica el 

principio pro actione, permitiendo que el recurso sea admitido y procesado. 

Este principio garantiza que los actores procesales puedan acceder a la justicia 

sin que formalismos excesivos impidan que su derecho a impugnar una decisión 

sea escuchado. El tribunal, al abordar la queja y permitir su trámite, muestra un 

respeto implícito a este principio, favoreciendo el acceso a la justicia.  

• Interpretación uniforme de las leyes procesales en armonía con la jurisprudencia 

constitucional. 

Si bien no se citan todos los precedentes relevantes, la resolución sí mantiene 

coherencia en su interpretación de las normas procesales. Además, la referencia 
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al principio del debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva está en línea 

con la jurisprudencia constitucional, lo que contribuye a la interpretación 

uniforme de las leyes dentro del marco de los derechos fundamentales. La cita 

de normas procesales fundamentales también indica que el tribunal está 

siguiendo un enfoque alineado con la normativa constitucional. 

• Contribución a la confianza en el sistema judicial al corregir una falencia 

procesal. 

• La decisión tiene un impacto positivo en cuanto a la corrección de una falencia 

procesal, ya que admite un recurso que podría haber sido desestimado por 

formalismos innecesarios. Esto contribuye a la confianza de los ciudadanos en el 

sistema judicial, al demostrar que el tribunal busca una interpretación más 

flexible y favorable para los derechos de las partes involucradas. 

 

4.2. Deficiencias: 

• La resolución no aborda en profundidad las causales sustantivas planteadas en el 

recurso de casación, dejando pendiente su evaluación por el Tribunal Superior. 

Una de las principales deficiencias que se señala es que la resolución no 

profundiza en el análisis de las causales sustantivas planteadas en el recurso de 

casación. En lugar de proporcionar un análisis detallado de los argumentos 

sustantivos, el tribunal se concentra principalmente en aspectos procedimentales, 

lo que deja sin resolver cuestiones clave de fondo que podrían haber sido 
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relevantes para el desarrollo del proceso. Esto obliga al Tribunal Superior a 

evaluar de nuevo estos aspectos, lo cual retrasa la resolución final del caso y 

podría generar incertidumbre para las partes involucradas. 

 

4.3. Falta de fundamentación detallada:  

Aunque la resolución aborda de manera clara algunos aspectos procesales, no 

proporciona una fundamentación exhaustiva en relación con las causales de 

fondo que el recurrente planteó. Esta falta de análisis podría ser vista como una 

deficiencia, pues impide que las partes involucradas reciban una resolución 

completa y detallada que resuelva todas sus pretensiones de manera integral. 

 

4.4.  Errores de interpretación y omisiones procesales:  

La resolución también muestra omisiones procesales al no abordar ciertos 

elementos fundamentales del recurso. No se profundiza en el análisis de los 

argumentos sustantivos, lo que podría ser considerado un error de interpretación, 

ya que no se brindó la debida atención a los aspectos de fondo que el recurrente 

había planteado. 
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4.5. Violaciones al debido proceso:  

En cuanto al debido proceso, no necesariamente se configura una violación 

directa, pero la falta de un análisis exhaustivo de las causales de fondo podría 

generar inseguridad jurídica para el recurrente, al no saberse qué decisiones se 

tomarían en cuanto al fondo del asunto. Esto puede llevar a la percepción de que 

no se ha tomado en cuenta adecuadamente la totalidad de los derechos 

procesales involucrados. 
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DISCUCIONES 

I. Análisis argumentativo sólido:  

Aunque limitado, el tribunal presenta un análisis razonado en cuanto a la admisibilidad 

del recurso, aplicando correctamente los principios procesales fundamentales, como el 

derecho de acceso a la justicia y el principio pro actione. Este enfoque es apropiado, 

pues refleja un compromiso con la igualdad procesal y el acceso efectivo a los recursos 

judiciales. 

II. Respeto a los derechos fundamentales: 

Se cumple con el respeto a los derechos fundamentales, garantizando que el recurso sea 

tramitado sin incurrir en excesivos formalismos que pudieran afectar el derecho de 

defensa del recurrente. Al admitir el recurso, se garantiza que no se vulneren derechos 

procesales esenciales. 

III. Adecuada interpretación normativa: 

La resolución respeta la interpretación correcta de las normas procesales y no incurre en 

interpretaciones forzadas o erróneas. Sin embargo, como se mencionó, la falta de 

profundización en las causales sustantivas limita el alcance de esta interpretación. 
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CONCLUSIONES 

I. Fundamentos normativos y jurisprudenciales aplicados en la resolución: 

 La resolución en el recurso de queja N° 1230-2021 hace uso adecuado de los principios 

normativos establecidos en la Constitución peruana y el Código Procesal Penal. Sin 

embargo, se observa que la resolución no integra de manera amplia la jurisprudencia 

vinculante ni los precedentes que podrían haber complementado la fundamentación 

normativa de la decisión. Esto limita el alcance de la interpretación judicial, dejando 

espacio a dudas sobre la aplicación uniforme de la ley. 

II. Calidad argumentativa y procesal en la resolución impugnada: 

 La resolución presenta una argumentación coherente en cuanto a la admisión del 

recurso, basándose en el principio pro actione, pero muestra debilidad al no 

profundizar en los aspectos sustantivos planteados por el recurrente. La falta de un 

análisis detallado de las causales sustantivas y la omisión de ciertos elementos 

procesales relevantes dejan una laguna en el tratamiento integral del caso, afectando la 

calidad argumentativa. 

 

III. Fortalezas y deficiencias desde el enfoque del debido proceso: 

Entre las fortalezas, se destaca la aplicación del principio pro actione, que asegura el 

acceso al recurso y la tutela efectiva del derecho. No obstante, la resolución padece de 

deficiencias al no abordar a fondo todas las pretensiones del recurrente, lo que podría 

haber afectado el principio del debido proceso al no asegurar una evaluación completa 

de las garantías procesales del demandante. 
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IV. Impacto procesal y coherencia normativa:  

El impacto procesal de la resolución es positivo en la medida en que facilita el acceso 

del recurrente a la justicia, pero el análisis superficial de los puntos planteados impide 

que la resolución sea completamente coherente con el marco normativo aplicable. La 

resolución no refleja una correcta aplicación de los principios de legalidad y 

coherencia normativa, lo que podría generar incertidumbre en la interpretación futura 

de casos similares. 

 

V. Efectividad de la tutela jurisdiccional y acceso a la justicia:  

La resolución en este recurso de queja contribuye al acceso a la justicia, garantizando 

que el recurso sea considerado. Sin embargo, la falta de desarrollo en el análisis 

sustantivo de la impugnación podría generar efectos negativos en términos de la 

efectividad de la tutela jurisdiccional. La resolución podría haber sido más robusta en su 

justificación, lo que fortalecería la confianza en el sistema judicial. 
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RECOMENDACIONES 

I. Profundización en los fundamentos sustantivos:  

Se recomienda que el tribunal dedique un análisis más detallado y exhaustivo de las 

causas sustantivas planteadas en el recurso de queja, especialmente en aquellos casos en 

que se cuestionan aspectos específicos de la sentencia recurrida. Este análisis debe 

integrar adecuadamente todos los elementos procesales relevantes para evitar omisiones 

que puedan afectar el derecho a un debido proceso. 

II. Mayor integración de jurisprudencia vinculante:  

Es fundamental que el tribunal haga uso de jurisprudencia vinculante y precedentes 

relevantes para sustentar su decisión, lo que mejoraría la calidad argumentativa de la 

resolución. Citar precedentes sobre admisibilidad y procedencia de recursos procesales 

contribuiría a una mayor uniformidad en la interpretación de las normas y una 

interpretación más coherente con los derechos fundamentales. 

III. Fortalecer el desarrollo argumentativo de las decisiones:  

Se sugiere que el tribunal brinde un mayor desarrollo argumentativo en las resoluciones, 

explicando de manera más detallada las razones que sustentan la aceptación o 

desestimación de los recursos. Esta práctica no solo clarifica la motivación de las 

decisiones, sino que también mejora la transparencia en el proceso judicial, aumentando 

la confianza del justiciable en el sistema. 
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IV. Reflexión sobre los principios de legalidad y coherencia normativa:  

Es recomendable que se preste una mayor atención a los principios de legalidad y 

coherencia normativa en la resolución de recursos, con el fin de evitar contradicciones 

con la normativa vigente. Asegurar que la interpretación sea consistente con la ley y la 

jurisprudencia relevante es clave para la estabilidad del orden jurídico y la seguridad 

jurídica de los involucrados. 

V. Revisión de los efectos prácticos del recurso: 

Finalmente, el tribunal debe asegurarse de que la resolución tenga efectos prácticos que 

contribuyan al acceso efectivo a la justicia, sin restricciones indebidas. Para ello, es 

necesario que se garantice una tutela jurisdiccional más robusta, lo cual implica un 

análisis más completo de los elementos procesales y sustantivos involucrados en el caso. 
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